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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, octubre primero de dos mil dieciocho
Expediente 66001-22-13-000-2018-00783-00 


Acta No. 381 de octubre 1° de 2018 
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Natalia Marles Corrales contra el Juzgado Cuarto de Familia local, a la que fueron vinculadas Melva Lucía Franco Suárez y Daniela Gómez Franco. 
ANTECEDENTES

Natalia Marles Corrales, actuando por conducto de apoderada judicial, presentó esta acción de tutela por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso contra la citada autoridad, que estima conculcado dentro del proceso de sucesión del causante Luis Alfonso Gómez Gómez, radicado con el número 2018-00783-00, al que asiste en calidad de subrogataria de los derechos herenciales que le corresponderían al heredero Felipe Gómez Franco.

Relató, en síntesis, que el 1° de agosto de 2014, en la diligencia de inventarios y avalúos, para establecer el valor de un inmueble ubicado en la calle 14 No. 16-53 se nombró un perito, habida cuenta de que hubo desacuerdo sobre el valor de esa partida. El peritaje estableció que el valor del inmueble ascendía a la suma de $1.056.133.500.oo, diferente a los $520.600.000.oo como inicialmente se había denunciado; de la experticia y la diligencia de inventarios y avalúos se corrió el correspondiente traslado, sin que se presentaran objeciones, en consecuencia, dice, no existe duda para las partes sobre el valor de dicho inmueble. 
Luego el 27 de junio del presente año, se profirió un auto en el que se dijo “en la actuación pertinente se tendrá en cuenta que la partida a la que se hace alusión en la parte motiva, tiene como valor $520.600.000.oo, y no $1.056.133.500.oo, como se dijo en el trabajo de partición”.
Con esa decisión, indica, se incurrió en una vía de hecho, toda vez que se está modificando el inventario y avalúo que ya había adquirido firmeza para las partes. 
Pidió, en consecuencia, que se deje sin efecto el auto de fecha 27 de junio de 2018, que modificó la diligencia de inventarios y avalúos, en el entendido que el valor de los bienes no sufre ninguna modificación y que el dictamen pericial se encuentra en firme. 

Se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que se estimaran pertinentes para resolver la acción de tutela; así lo hizo.

Adicionalmente informó que lo que se denunció en la diligencia de inventarios y avalúos, tal como quedó decantado en el auto del 27 de junio último, fue la suma de $520.600.000.oo, representada en el inmueble ubicado en la calle 14 No. 16-53 adquirido en vigencia de la sociedad conyugal, el cual fue transferido a la Compañía Leasing Bancolombia Financiamiento.

Explicó que por el desacuerdo inicial en razón al precio asignado al inmueble, el juez de conocimiento para ese entonces procedió a designar perito avaluador, decisión que a su juicio fue un yerro, porque nunca se denunció como activo social el bien enajenado, sino el precio de su venta, por lo que se tornaba inútil ese peritaje (f. 18).
La vinculada Melva Lucía Franco Suárez, por conducto de apoderado judicial, explicó que el Juzgado decidió el asunto dejando el inventario en la suma de $520.600.000.oo, pues en realidad lo que se denunció fue una suma fija, nada que tuviera que ver con un bien inmueble, y fue ese el motivo por el cual el despacho hizo caso omiso del peritaje que en estos casos no es viable (f. 104).
CONSIDERACIONES

Recuérdese que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude la señora Natalia Marles Corrales a este especial mecanismo, por la inconformidad que le causa que ahora, cuando en el trámite sucesorio de marras se encuentra surtiéndose una objeción a la partición, se varíe el valor que sobre un inmueble se aportó, mediante experticia pericial, en la diligencia de inventarios y avalúos. 

  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;




Para la Sala los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se hizo uso oportunamente de todos los recursos pertinentes contra la providencia reprochada, incluso el de apelación que fue declarado inadmisible en esta sede (f. 101); se cumple el principio de inmediatez, la decisión objeto de estudio data del 27 de junio de este año; si se advirtieran las irregularidades que le achaca la demandante al funcionario, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 





Lo que sigue, en consecuencia, es analizar la posible incursión, por parte del Juzgado, en un defecto sustantivo, según lo que se comprende de la crítica que expone la demandante. Sobre aquel, en la sentencia SU-050 de 2017, se recordó que:

La jurisprudencia de esta Corporación
 ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015
 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente
, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia
, c) es inexistente
, d) ha sido declarada contraria a la Constitución
, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador
; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable
 o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
 o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes
, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva
 o contraria a la Constitución
; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”
; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso
 o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto
. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente
 de tal manera que se afectan derechos fundamentales
; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial
 y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución
. (Se destaca).





El caso que se analiza es la sucesión intestada del señor Luis Alfonso Gómez Gómez; en ella tienen intereses Natalia Marles Corrales (subrogataria de Felipe Gómez Franco, heredero), Daniela Gómez Franco (heredera) y Melva Lucía Franco Suárez (cónyuge supérstite). 




El proceso está en etapa de partición y se tramita un incidente de objeción a la partición. 




En la actualidad, los intervinientes se enfrentan a una controversia cuyo origen es la partida sexta de los bienes sociales denunciados por Felipe Gómez Franco, es decir la suma de $520.600.000.oo, que dijo “tiene en su poder la señora Melva Lucía Franco Suárez” como producto de la venta de un inmueble ubicado en la Calle 14 No. 16-53, según afirma, “adquirido durante la vigencia de la sociedad conyugal”.




La génesis del problema está en que en la audiencia de inventarios y avalúos hubo disenso sobre el precio de ese bien y en consecuencia, el juez decidió ordenar el avalúo del inmueble (f. 36); esa experticia arrojó como resultado que el inmueble tenía un valor comercial de $1.150.341.600.oo (f. 40). De ese peritaje y de la diligencia de inventario de avalúos se corrió traslado; frente al avalúo no hubo oposición, en consecuencia se le impartió aprobación (f. 64)




En mayo del presente año, la cónyuge denunció una irregularidad en la diligencia de inventarios y avalúos (f. 78v), en esencia, dijo que ni ella ni nadie en el proceso, ostenta la calidad de propietario del aludido inmueble, que aquel fue vendido a un tercero y que la suma de $520.600.000.oo, denunciada como producto de su venta, para rematar, nunca ingresó a su patrimonio; en tal virtud pidió excluir esa partida de la diligencia de inventarios y avalúos.





Frente a esa protesta el Juzgado decidió:

“En la actuación pertinente se tendrá en cuenta que la partida a la que se hace alusión en la parte motiva, tiene como valor $520.600.000, y no $1.056.133.500, como se dijo en el trabajo de partición”. (f. 87)




El fundamento para así decidir fue: 
“En relación con el primer reparo, no es cierto que no exista claridad con el valor de la partida correspondiente a esa suma de dinero, porque del inventario presentado por el apoderado judicial del heredero FELIPE GÓMEZ FRANCO, la suma denunciada como activo social, es una sola cantidad , "la suma de $ 520.600.000 ", no se denunció otra cantidad, como para que se prestara a confusión, que hubiese permitido la intervención del juez, ejerciendo ese control, para que se precisara a qué suma se refería esa partida. De ahí, que para los efectos de estos inventarios, es esa y no otra la suma la que debe tenerse en cuenta en relación con esa partida. Aspecto que en la actuación pertinente, se traerá a colación para los efectos respectivos.” (Se destaca)




Lo que luego, cuando resolvió un recurso de reposición, que se presentó contra esa decisión, complementó así:

“1. En la diligencia de inventarios y avalúos presentada por el recurrente Dr. ALVARO DELGADO PAZ, denunció como activo social, "La suma de 520.000.000, que tiene en su poder la señora MELVA LUCIA FRANCO", por la venta del inmueble ubicado en esta ciudad, en la calle 14 No 16- 56.

2. En el momento de la diligencia de inventarios y avalúos, la apoderada judicial de la señora MELVA LUCIA FRANCO, manifestó que se oponía "a la inclusión de este bien por cuanto que esa casa siempre fue de la señora OMAIRA SUAREZ DE FRANCO, lo cual manifiesta que probará en el momento de traslado". Acotando, que "respecto de este bien afirmamos que como se hizo un avalúo cuando el inmueble estaba totalmente reformado después de la venta del mismo, no se acepta el valor dado sobre el mismo".

3. Como no se aceptó el valor de la partida denunciada, se nombró perito para que valorara el bien vendido, experticia a la cual se le impartió el trámite respectivo, pero infortunadamente se dejó de resolver al respecto, en la providencia que aprobó la diligencia de inventarios y avalúos, sin que las partes se hubiesen pronunciado sobre esa omisión, para que se complementara esa providencia en ese sentido.

4. Como esa omisión tenía que ser abordada en algún momento de este trámite, por la importancia procesal que tenía, se abordó en la providencia recurrida, oportunidad en la cual se dijo, que se había incurrido en un yerro, designado perito para que valorara el inmueble ubicado en Pereira, en la calle 14, número 16-53, en razón que "en ningún momento se denunció como activo social, el inmueble enajenado, sino el precio de su venta, tornándose inútil ese peritaje, en razón que su utilidad solo opera, cuando hay "desacuerdo entre los interesados sobre el valor total o parcial de alguno de los bienes" (art 600 C.P.C".” (f. 99) (Se destaca)




Se denuncia que violenta debido proceso que, encontrándose la sucesión en etapa de partición y ejecutoriado el auto que aprobó la diligencia de inventarios y avalúos, el juez la modifique, y en consecuencia, reduzca el valor de un bien “llámese suma de dinero o bien inmueble” (f. 4) que fue avaluado por un auxiliar de la justicia, cuyo peritaje durante el correspondiente traslado, no fue objetado. 




Sin embargo, a esa denuncia, según explicó categóricamente el funcionario encartado, se opone una contundente realidad y es que el valor asignado en ese peritaje, corresponde a un bien inmueble que no hace parte de los bienes relictos en el trámite sucesorio; lo que hace parte de los activos sociales es el producto de la venta de aquel, cuyo precio fue denunciado por el heredero, que de hecho, hace parte del extremo de la litis de la aquí accionante.




Bajo esa égida es irrelevante el valor del inmueble y en consecuencia el peritaje que en torno a él se adosó al plenario, el bien es ajeno
, pertenece a un tercero, es imposible su adjudicación en una eventual partición y si algo quedó de él, fue el producto de su venta, una suma de dinero. Y no es cierto que sea indiferente que el activo denunciado sea una suma de dinero o un bien inmueble, las implicaciones de cada uno son totalmente distintas. 




En tal circunstancia, lo que se aprecia realmente en la intervención del funcionario como director del proceso, para evitar actos que se advierten contrarios a la realidad procesal. En una sucesión, incluso, su deber radica, entre otras cosas, en prevenir dislates procesales. Como se alcanza a señalar por la doctrina: 
Una vez presentados los inventarios en la audiencia, se ponen en traslado a todos los interesados (art. 1312 del C.C.), pudiendo presentarse escrito de objeción tendiente a: a) Que se excluyan partidas que se estimen indebidamente incluidas, o b) que se incluyan las compensaciones a favor o a cargo de la masa social; escrito al que se le da trámite como incidente dentro de la sucesión, en cuaderno separado. Si no fuere presentado, se entiende que hay consenso y más tarde, se aprobarán los inventarios.

Veamos entonces las variables que el caso presenta: A.- El bien es ajeno, y entiéndase aquí que al incluirlo en los inventarios, hubo error o mala fe; porque es de un tercero, ajeno en todo caso a los interesados, al cónyuge o compañero,... a la sucesión. En este caso hay que decir que no tiene legitimación el tercero que acude a la sucesión pretendiendo la exclusión de su propiedad. El juez debe ejercer en todo caso control de legalidad de todo lo que sucede en el expediente y el evento de los inventarios no es la excepción”





Incluso para la etapa de la partición, se ha sostenido que el juez debe ejercer un activo control:
Con el juez la relación del partidor en esta materia resulta muy limitada o, más bien, mínima en todo aquello que restrinja la autonomía de ambos o que le conlleve anticipación de decisiones sobre el particular, ya que el primero debe mantener la posición de controlador del segundo. Lo anterior implica que en todo lo demás pueden existir ciertas, instrucciones del juez al partidor.

Pues bien, la admisión de tal posibilidad ha sido sostenida por la Corte cuando afirma que "... el proceder del partidor no es, pues, arbitrario” en el evento en que acoja la solución de una deuda por el juez a instancia suya, sobre la forma de hacer una adjudicación prescindiendo o no de una deuda hipotecaria, que tenía su origen en una confusión probatoria y procesal (sentencia del 16 de abril de 1931, G.J. Tomo XL1V, págs. 28 a 31).

Por consiguiente, puede el juez conceder aclaraciones y abolir dudas sobre cuestiones del proceso que no puedan determinarse claramente, como las mencionadas anteriormente sobre la procedibilidad de la partición que surge con relación a los bienes (v.gr. la existencia y aprobación de inventarios en carácter de pluralidad) o de los bienes mismos (v.gr. si mediante decisión judicial tácitamente se ha excluido un bien inventariado, el remanente de un remate, la aprobación de cancelación de deudas, etc.), o con la fuente reguladora de la sucesión (v.gr. si efectivamente fue reconocida la eficacia del testamento o la prueba reformatoria de este, o de una donación), o con los asignatarios (v.gr. sobre si definitivamente ha sido reconocido un interesado, o si fue, por el contrario, excluido), etc. En todo caso, todo debe tener su origen en confusiones de orden procesal o probatorio, ya que al fin y al cabo la aplicación de esta corresponde al juez, quedando el partidor con la facultad de aplicación de la ley en el acto partición, desde luego, con el control judicial posterior.





Corolario de lo expuesto, es que la decisión del Juzgado, aunque discutible para la accionante, se advierte razonable y lejos está de ser absurda, antojadiza o caprichosa. Tal circunstancia impide al juez de tutela intervenir, pues tiene dicho sobre el particular la jurisprudencia
 que:

“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.
[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...”
Recuérdese, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que son ajenas a este acontecer, según viene de verse. La posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda, con lo cual habrá de negarse el amparo.




Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales del actor. 





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA la acción de tutela impetrada por Natalia Marles Corrales contra el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira
Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
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� 	Sentencia T-807 de 2004.


� 	Sentencia T-056 de 2005, T-1216 de 2005, T-298 de 2008 y T-066 de 2009.


� 	Sentencias T-114 de 2002 y T- 1285 de 2005.


� 	Sentencia T-086 de 2007.


� 	Sentencias T-193 de 1995, T-949 de 2003, T-1285 de 2005 y T-086 de 2007.


� 	Sentencias SU-640 de 1998, T-462 de 2003, T-292 de 2006 y T-086 de 2007.


� 	Sentencias T-1625 de 2000, T-522 de 2001, SU-1184 de 2001 y T-047 de 2005.


� 	De esa circunstancia da cuenta la escritura pública y el registro de matrícula inmobiliaria visible a folios 19 a 27.


� 	Ramírez Sánchez, Jhon Eisenhower, Casuística en Sucesiones, Leyer, pág. 71.


� 	Lafont Pianetta, Pedro, Proceso Sucesoral, Cuarta Edición, Librería ediciones del profesional Ltda, Tomo II, pág. 163.


� 	Sentencia T-388/06
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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